
 

 
 

FACULTAD DE DERECHO 

 

 

 

 

  

INFORME JURÍDICO DE EXPEDIENTE PENAL  

N° 27325-2011-0-1801-JR-PE-00 

 

 

 

PRESENTADO POR 

MARTÍN CHRISTIAN CÁRDENAS CASTILLO 
 

 

 

 

 

TRABAJO DE SUFICIENCIA PROFESIONAL 

PARA OPTAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADO 

 

 

 

 

 

LIMA – PERÚ 

2020 



 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CC BY-NC-SA 

Reconocimiento – No comercial – Compartir igual 

El autor permite transformar (traducir, adaptar o compilar) a partir de esta obra con fines no comerciales, 

siempre y cuando se reconozca la autoría y las nuevas creaciones estén bajo una licencia con los mismos 

términos. 

http://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/ 

http://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/


 
 
 

Trabajo de Suficiencia Profesional para optar el  
Título de Abogado(a) 

 
 

Informe Jurídico sobre Expediente N° 27325-2011-0-1801-JR-PE-00 

 
 

 
Materia    : ROBO AGRAVADO 

TENENCIA ILEGAL DE ARMA DE FUEGO 
TRÁFICO ILÍCITO DE DROGAS 

 

 
Entidad : JUZGADO PENAL DE TURNO PERMANENTE 

DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE 
LIMA 

 

        

Denunciado   : JAIME LIMACO QUISPE 
 

 

Agraviado   : REBECA CHELA LOYOLA PICOY  
YOEL PIERO MARIÑO PILLACA 
EL ESTADO 

 

 
Bachiller   : MARTÍN CHRISTIAN CÁRDENAS CASTILLO 
 

 
Código   : 2007107239 
 

 

LIMA – PERÚ 

 
2020 



 

 

En el Informe Jurídico se analiza un proceso penal por la comisión del delito de 

Robo Agravado, tipificado en el artículo 188° del Código Penal, como tipo base, 

concordante con el primer párrafo del artículo 189°, incisos 2°, 3° y cuarto; asi-

mismo el delito de Tenencia Ilegal de Arma de Fuego, tipificado en el inciso 1° 

del articulo 279 y el delito de Tráfico Ilícito de Drogas, tipificado en el inciso 1° 

del articulo 298, concordante con la parte final del articulo 299 del Código aco-

tado. Aunado a ello, el presente proceso fue tramitado con el Código de Proce-

dimientos Penales, luego del Atestado Policial y las diligencias llevadas a cabo, 

la Segunda Fiscalía Provincial Mixta de San Juan de Lurigancho, formalizó de-

nuncia contra Jaime Limaco Quispe, en calidad de autor, en agravio de Rebeca 

Chela Loyola Picoy y el Estado. por los delitos antes referidos. El Noveno Juz-

gado Penal del Lima procedió a abrir instrucción en vía ordinaria, dictándose 

mandato de detención. La Decima Fiscalía Superior Penal del Lima formulo acu-

sación contra el imputado solicitando la imposición de veinte (20) años de pena 

privativa de libertad. Después del desarrollo del juicio, la Cuarta Sala Penal para 

Procesos con Reos en Cárcel del Lima condenó al referido imputado, imponién-

dole nueve (09) años de pena privativa de libertad. La sentencia fue impugnada 

por el Ministerio Público, en vía de Recurso de Nulidad, siendo la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia la que declaró la Nulidad de la 

sentencia, por considerar que existió una desproporción entre la sanción im-

puesta y la conducta realizada por el sentenciado, lo que llevó a reformarla de 

nueve (09) a quince (15) años de pena privativa de libertad. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES DEL PROCESO PENAL 

 

1.1.  HECHOS MATERIA DE PROCESAMIENTO PENAL 

 

Los hechos principales que forman parte del objeto del presente proceso penal 

son los siguientes: 

Que, siendo las 21:50 horas aproximadamente del 09 de noviembre de 2011, en 

circunstancias en las que el personal policial del departamento de emergencia 

Este, se encontraba efectuando patrullaje por inmediaciones del distrito de San 

Juan de Lurigancho, recibió una comunicación radial del servicio de emergencia 

policial 105, tomando conocimiento que en el local “Cabina Internet área 51”, de 

propiedad de Rebeca Chela Loyola Picoy, ubicado en Av. Los Jardines Este Nº 

469, Urbanización Inca Manco Cápac, del aludido distrito, se estaba produciendo 

un robo; que al constituirse a dicho inmueble, observaron en el frontis estacionado 

en la puerta a un vehículo (bus) tipo coaster color blanco de la empresa Cinco 

Continentes y a un sujeto que servía de “campana”, el mismo que al advertir la 

presencia policial dio aviso a sus compañeros, momentos en los que dos sujetos 

-entre los que se encontraba el inculpado LIMACO QUISPE- se parapetan detrás 

de un automóvil color verde de placa de rodaje Nº Z1-0596, procediendo a 

efectuar diversos disparos, dándose a la fuga el citado inculpado, a quien se logró 

intervenir hallándosele en su poder -empuñado en la mano derecha- de un 

revólver marca Pucará calibre 38” de serie Nº 211252, abastecido de 06 cartuchos 

percutidos; asimismo, se tendría que al proceder a efectuarle el registro personal 

correspondiente, se le halló en poder 08 envoltorios de papel periódico tipo “kete” 

que contenía un peso neto de 0.5 gr. de pasta básica de cocaína y 01 bolsita de 

poleitileno transparente que contenía 3.8 gr. de Cannabis Sativa; conforme se 

advierte del acta de registro personal, incautación de arma de fuego y comiso de 

droga; que al momento de realizarse la intervención del inculpado LIMACO 



 

 

QUISPE, otros siete sujetos lograron darse a la fuga llevándose especies tales 

como 32 CPU, 01 LCD, 01 Reuter y la suma de S/. 1200.00 (mil doscientos soles); 

asimismo, debajo del automóvil de placa de rodaje Nº Z1-0596 se halló una pistola 

color negro de serie Nº A83414. 

 

1.2. SÍNTESIS DE LA DECLARACIÓN INSTRUCTIVA 

 

Inculpado: Limaco Quispe Jaime  

Con fecha 16 de noviembre de 2011, el referido inculpado fue puesto a disposición 

del Juzgado de Turno de Lima quien luego de señalar sus generales de Ley, 

requiriendo la presencia de su abogado defensor y en presencia del representante 

del Ministerio Público. El inculpado refiere que sí tiene antecedentes penales, 

judiciales y policiales, sin embargo, por situaciones excepcionales el juez dispone 

suspender la diligencia. 

 

Es así que con fecha 13 de diciembre de 2011 al aperturarse la diligencia de la 

declaración instructiva, se le ofrece un abogado defensor de oficio lo cual se reúsa 

el inculpado, por lo que se decidió suspender la referida diligencia. 

En ese contexto el 27 de diciembre de 2011, el inculpado en presencia de su 

abogado defensor (Carmen Rojas Martines) y en presencia del representante del 

Ministerio Público se le pregunta lo siguiente: 

 

Si se considera culpable de los delitos que se le acusan, a lo que el inculpado 

responde: culpable. 

 

Señala que se ratifica en lo señalado en su manifestación policial, sin embargo, 

hace la precisión de que nunca disparó a los policías “a matar” sino que efectuó 

disparos al aire. 

 



 

 

Señala que el día de los hechos se encontraba con su enamorada en una 

discoteca, luego un sujeto de nombre “Luchito” lo llama y le señala que le 

acompañe a un internet en eso que llegan al internet, el sujeto de nombre “Luchito” 

le entrega un arma en la puerta del internet y sin posibilidad de repreguntas y es 

que cuando vienen los policías señala que se puso a caminar sin embargo un 

policía le señala que se quede ahí y al no hacerle caso le efectuó disparos a lo 

que también respondió con disparos al aire. 

Señala que no le han encontrado droga alguna, sino que ha sido obligado a firmar 

el acta de registro y manifestaciones. 

 

Reitera que nunca ha tenido intención de robar, y que el arma no le encuentran 

en la mano sino la tira por el vehículo. Y que quien disparó contra los policías es 

un transeúnte que estaba también con él en el automóvil de color verde. 

 

Concluye señalando que se considera inocente y que los policías lo “sembraron” 

con la droga en su bolsillo. 

 

1.3. SÍNTESIS DE LA DECLARACIÓN PREVENTIVA 

Declaración Preventiva: Rebeca Chela Loyola Picoy 

Que con fecha 09 de enero de 2012, Rebeca Chela Loyola Picoy comparece al 

proceso y en su declaración preventiva refiere que el día de los hechos se 

encontraba en su casa por lo que al dirigirse a su local de internet es que el 

encargado le llama y le dice que le han robado la cabina, por lo que debe dirigirse 

a la comisaría puesto que le señaló que habían capturado a uno de los sujetos. Y 

se acercó al detenido quien le dijo que no haga nada puesto que le iba a devolver 

todo lo que le habían robado. 

Agrega que se han llevado 32 computadoras LCD, un televisor AOC, un Reuter 

proporcionado por una empresa valorizado en más de 1200 soles y el monto del 

efectivo que se llevaron asciende a 1500 soles.  



 

 

Señala que tiene comprobantes de pago de los bienes objeto de sustracción por 

los presuntos autores de delito de robo agravado. Además, señala que se 

encuentra perjudicada por un monto de 18000 a 19000 soles. 

 

Declaración Preventiva de la Procuraduría Pública de Tráfico Ilícito de 

Drogas 

Con fecha 04 de mayo del 2012, Sonia Raquel Medina Calvo abogada de la 

Procuraduría de Tráfico Ilícito de Drogas. 

Que en nombre y representación del Estado hace suyas tanto las conclusiones 

del Atestado Policial de autos, como la denuncia formulada por el señor Fiscal, 

por cuyo mérito el Juzgado ha ordenado abrir instrucción contra Jaime Limaco 

Quispe, por el Delito Contra la Salud Pública modalidad Tráfico Ilícito de Drogas 

Sub modalidad Micro comercialización de Drogas en agravio del Estado. 

Asimismo expresa que la reparación civil como consecuencia proveniente del 

hecho punible que se instruye, busca la reparación del daño ocasionado a la 

víctima y no obstante a la naturaleza y la gravedad del delito, la reparación civil 

no se debe determinar en función a la gravedad del mismo, ergo en función al 

principio del Daño Causado y para el caso de autos resulta de inminente 

aplicación con respecto al pago íntegro de la reparación civil, por lo que la 

pretensión económica que se plantea en el presente proceso como concepto de 

reparación civil es por la suma de 4000 soles. 

 

Si bien no es un requisito del presente informe, sin embargo, es necesario tener 

en cuenta las declaraciones testimoniales. 

 

Declaración testimonial del efectivo policial Brig. PNP Melgar Petronio 

Salcedo Carrera. 

Señala que estando de franco, en circunstancias que se encontraba transitando 

por la cuadra cuatro y cinco de la avenida Jardines de la urb. Inca Manco Cápac 



 

 

del distrito de San Juan de Lurigancho, se percató que dos de sus compañeros a 

bordo de un unidad móvil del escuadrón de emergencia, se encontraban en pleno 

enfrentamiento con disparos contra varios sujetos que habían efectuado el robo a 

una cabina de internet por lo que atinó a apoyarlos en la detención y reducción de 

la persona de Jaime Limaco Quispe, quien se enfrentó efectuando seis disparos 

en contra de su colega SO3 PNP Jeiner Chávez Huamán, para persuadirlo efectúe 

dos disparos al aire prosiguiendo conjuntamente con el SOT3 PNP Roger Cordero 

Vela a detenerlo y esposarlo para luego ponerlo a disposición de la comisaría 

encontrando en su poder un revolver marca Pucara con seis cartuchos 

percutados, del cual se levantó un acta consiguientemente. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

2.1. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS. 

 

- Determinar si fue correcto el título de imputación atribuido al encausado, 

esto es, en calidad de autor.  

- Determinar si fue apropiado que la Fiscalía Superior en lo Penal de Lima, 

haya determinado no haber mérito a pasar a juicio oral por el delito contra 

la Salud Pública – Tráfico Ilícito de Drogas – Posesión indebida de drogas 

con presuntos fines de micro-comercialización. 

- Determinar si fue correcta la no existencia de una investigación por el 

delito de tentativa de homicidio. 

- Determinar si le corresponde al encausado el beneficio procesal premial 

de la confesión sincera de conformidad con el artículo 136 del Código de 

Procedimientos Penales. 

- Determinar qué beneficio premial le es aplicable en virtud a la figura de la 



 

 

conclusión anticipada regulada en la Ley 28122. 

- Determinar si el agente tenía o no la calidad de reincidente  

- Determinar el quantum punitivo y la pena concreta aplicable al 

encausado.  

2.2. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS PLANTEADOS 

 

2.2.1.  Sobre el título de imputación atribuido al encausado 

El expediente materia de análisis es uno de robo agravado y tenencia ilegal 

de armas, incoado contra JAIME LIMACO QUISPE; en agravio de Rebeca 

Chela Loyola Picoy y Yoel Piero Mariño Pillaca; el mismo que fue tramitado 

en la vía del proceso ordinario bajo las reglas del Código de Procedimientos 

Penales.  

Así las cosas, un punto y problema jurídico que el suscrito ha hallado yace 

en un tema que en el expediente se ha obviado u omitido. En el expediente 

y tanto en la sentencia de primera como de segunda instancia no se ha 

analizado correctamente el título de imputación atribuido a JAIME LIMACO 

QUISPE; esto es, no se ha evaluado correctamente la intervención delictiva 

del citado imputado. 

Asimismo, para desarrollar este aspecto, debemos tener en cuenta la teoría 

de la autoría y participación que se encuentra regulada en nuestro Código 

Penal y que ha sido desarrollado doctrinal y jurisprudencialmente por 

nuestra Corte Suprema. 

Conforme fluye de la acusación fiscal y de la sentencia de primera como 

de segunda instancia, el título de imputación atribuido a JAIME LIMACO 

QUISPE es el de autor, de esto se infiere que se le atribuye autoría directa; 

sin embargo, de los hechos descritos líneas arriba, podemos colegir que el 

título de imputación correcto no es el de autor directo sino el de coautor 

porque conforme fluye de la imputación al referido inculpado, este habría 



 

 

realizado el presunto delito con otras personas, en efecto, el artículo 23° 

del Código Penal regula la autoría y coautoría, dicha disposición a la letra 

señala: “El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los que lo 

cometan conjuntamente serán reprimidos con la pena establecida para esta 

infracción”. Esto es, el artículo 23 del Código Penal señala la autoría directa, 

la autoría mediata y la coautoría; ahora bien, en base a lo señalado 

debemos precisar y conceptualizar, qué es lo que se entiende por autor en 

términos de la autoría y participación, o más precisamente dentro de la 

teoría de la intervención delictiva. Se han desarrollado en doctrina diversas 

teorías para determinar quién es autor, se ha desarrollado en principio el 

concepto restrictivo de autor, en segundo lugar, el concepto extensivo de 

autor y, en tercer lugar, la teoría del dominio del hecho. 

Respecto del concepto restrictivo de autor, señala el autor Percy García 

que “autor solamente puede ser quien ejecuta la conducta típica. La sola 

contribución causal al resultado mediante alguna acción atípica no podría 

fundamentar una imputación a título de autor” (2019: 728 pp.). 

Asimismo, respecto del concepto extensivo de autor, el autor Percy García, 

precisa que “el fundamento dogmático básico de esta teoría es, como en el 

concepto unitario de autor, la equivalencia de todas las condiciones del 

resultado30, de manera tal que todo aquel que contribuye a causar el resultado 

típico es autor, aunque no haya realizado una acción típica. Su particularidad 

radica, sin embargo, en que, si bien el instigador y el cómplice serían también 

autores bajo la perspectiva causal, su regulación expresa por medio de 

disposiciones legales específicas haría que se distingan de la autoría” (2019: 730 

pp.). 

Finalmente, en la teoría del dominio del hecho, García Cavero, citando a 

Welzel, Bacigalupe y al jurista Claus Roxin, señala que: “el hecho es la obra 

de una voluntad que conduce el suceso, de manera que solamente podrá ser autor 

del delito quien domina el curso del hecho. Este dominio es definido, en esencia, 

como la capacidad, conocida por el agente, de poder decidir sobre la configuración 

del hecho delictivo, por lo que solamente aquellos intervinientes que tienen ese 



 

 

poder de configuración del hecho podrán ser considerados autores del delito. 

Conforme al planteamiento de Roxin, posee el dominio del hecho y, por tanto, es 

autor del delito el que aparece como personaje central por su influencia 

determinante o decisiva en el acontecimiento” (2019: 732 pp.). 

Ahora bien, dentro de las diferentes tesis que se han planteado sobre la 

autoría en los delitos de dominio, la tesis que más adeptos ha acogido es 

la tesis que plantea Roxin, esto es, la teoría del dominio del hecho, esto ha 

sido acogido mayoritariamente por nuestra doctrina de manera inequívoca 

por nuestra jurisprudencia, en este sentido, tenemos pronunciamientos, 

tales como el Recurso de Nulidad N° 299-2004-Santa del 16 de junio de 

2004, “Que los procesados (…) se encuentran en calidad de autores del hecho 

delictivo por cuanto han realizado de propia mano todos los elementos objetivos 

y subjetivos que configuran el tipo penal del homicidio calificado, lo que permite 

afirmar a la luz de la moderna teoría del hecho que los citados encausados han 

sostenido las riendas del acontecer típico o la dirección final del acontecer, 

habiendo tenido a la vez la posibilidad de evitar el resultado”, asimismo en el 

Recurso de Nulidad N° 23-2004-Lambayeque de 27 de setiembre de 2004, se 

precisa que “la teoría del dominio del hecho, que sirve para determinar la 

diferenciación entre autores y partícipes, el criterio diferenciador será justamente 

del dominio del hecho, autor según esta teoría sería el que tenga el dominio del 

hecho, aquel que pueda decidir los aspectos esenciales de la ejecución de estos 

hechos (…)”.  

Siendo así, habiendo arribado a un concepto de lo que se entiende por 

autor fundamentado en la teoría del dominio del hecho, podemos arribar un 

concepto de coautor, en la que también se aplica dicha teoría, no obstante, 

dentro de su aspecto de dominio funcional del hecho, esto también ha sido 

desarrollado por la doctrina y la jurisprudencia. 

El autor Roxin ha precisado que: “efectivamente la coautoría se diferencia 

estructuralmente de la autoría inmediata (dominio de la acción) y de la autoría 

mediata (dominio de la voluntad) de forma fundamental: la coautoría es realización 

del tipo mediante ejecución con división del trabajo. El dominio del hecho del 



 

 

coautor se deriva de su función en la ejecución; asume una tarea que es esencial 

para la realización del plan del hecho y hace posible el dominio del conjunto del 

acontecimiento a través de su parte o participación en el hecho” (2014: 146 pp). 

De otro lado, nuestra jurisprudencia ha señalado sobre la coautoría algunos 

requisitos, así tenemos que el Recurso de Nulidad N° 170-2010-Amazonas 

de 19 de julio de 2010, en su fundamento jurídico sexto, ha precisado que: 

“Debido a lo cual no cabe más que concluir que los protagonistas respondieron a 

roles específicos expresados en la realización de un plan común 

correspondiéndoles a todos el dominio funcional de los hechos; que, siendo así, 

todos deben responder a título de coautores, pues en su comportamiento medió 

(i) una decisión común orientada al logro exitoso del resultado, (ii) un aporte 

esencial realizado por cada agente, así como (iii)  tomaron parte en la fase de 

ejecución desplegando un dominio parcial del acontecer, por lo que lo sucedido 

en su perpetración, respecto de la conducta de uno de los coautores, le es 

imputable a todos”. 

Así pues, conforme a la doctrina y jurisprudencia señalada, se tiene que el 

inculpado tendría la calidad de coautor bajo la teoría del dominio del hecho, 

pues bajo los hechos atribuidos se deduce ello, que si bien es cierto, en el 

caso en concreto se tiene que los demás coautores huyeron de la escena 

del crimen, ello no obsta para que en un plano de intervención delictiva, el 

título de imputación correcto sea el de coautor, dado que claramente 

conforme del expediente fluye, hubo un plan previo y una realización 

conjunta del hecho punible. 

 

2.2.2. Sobre lo dispuesto por la Fiscalía Superior en lo Penal, respecto de no 

haber mérito a pasar a juicio oral por el delito contra la Salud Pública – 

Tráfico Ilícito de Drogas – Posesión indebida de drogas con presuntos fines 

de micro-comercialización. 

 

Cuando se le intervino al señor JAIME LIMACO, se le realizó un Acta de 

Registro Personal e incautación de arma de fuego y comiso de droga, folios 



 

 

47: “(…) la persona que refiere llamarse Jaime Limaco Quispe (…) se le efectúo 

el registro personal con el siguiente resultado, para droga o insumo, positivo, 

encontrándole en el bolsillo delantero derecho de su pantalón jean azul que viste, 

08 envoltorios pequeños tipo ketes, en papel periódico, conteniendo cada uno de 

ellos una sustancia blanquecina al parecer PBC y 01 bolsita chica de polietileno 

transparente conteniendo hojas, semillas y tallos secos, al parecer marihuana” 

Asimismo, del Resultado Preliminar de Análisis Químico, a folios 49, se 

obtuvo que los 08 envoltorios pequeños tipo ketes, en papel periódico, 

conteniendo cada uno de ellos una sustancia blanquecina, corresponde a 

pasta básica de cocaína, con un peso bruto de 1,6 g y peso neto de 0,5 g; 

asimismo, 01 bolsita chica de polietileno transparente conteniendo hojas, 

semillas y tallos secos, correspondió a marihuana, con un peso neto de 4,5 

g y peso bruto 3,8 g. 

Siendo así, con fecha 16 de noviembre de 2011, el Juzgado Penal de Turno 

Permanente de la Corte Superior de Justicia de Lima (folios 63/72), dispuso 

abrir instrucción en la vía ordinaria contra Jaime Limaco Quispe también 

por el delito contra la Salud Pública – Tráfico Ilícito de Drogas – Posesión 

indebida de drogas con presuntos fines de micro-comercialización. 

No obstante, en la acusación (folios 234/239), el Ministerio Público 

considero que no había mérito para formular acusación por dicho delito 

puesto que: 1) el inculpado en su instructiva negó dedicarse a la venta de 

droga, 2) no existencia de sindicación hacía él como proveedor de droga, 

3) no fue intervenido comercializando droga. 

Lo cual guarda coherencia, pues el único elemento que probaría dicho 

delito es el Acta de Registro Personal e incautación de arma de fuego y 

comiso de droga y Resultado Preliminar de Análisis Químico, no obstante, 

deben existir elementos periféricos que puedan acreditar ello, de lo 

contrario, existiría insuficiencia probatoria para condenar por dicho delito, 

en consecuencia, no se quebrantaría indudablemente la presunción de 

inocencia. 



 

 

 

2.2.3. Sobre la no existencia de una investigación por el delito de tentativa de 

homicidio. 

En el expediente obran declaraciones y documentos que señalan la 

existencia de disparos realizados por LIMACO QUISPE, efectuados a 

personal policial, no obstante, a pesar de lo precisado, no existió al menos 

una investigación al respecto. 

Así tenemos que en el expediente obra lo siguiente: 

Manifestación de Jaime Limaco Quispe, folios 16/21: “al haber transcurrido 

un aproximado de cinco minutos, advertí la presencia de un patrullero, sin decir 

nada a nadie comencé a caminar en afán de alejarme del lugar, por lo que atiné a 

correr mientras el efectivo efectuaba disparos al aire mientras corría. Con el 

revolver que Luchito me había entregado y al percatarme que un automóvil estaba 

estacionado en la puerta de una vivienda decido parapetarme, donde vi a otro de 

los sujetos que supongo también fugaba de la policía, desde donde hacemos 

frente al policía produciéndose una balacera en cruce de fuego, y al haberse 

terminado mis municiones tiro el revólver al piso” 

Manifestación del SOT1 PNP Melgar Petronio Salcedo Carrera, folios 

27/29: “que al haberme encontrado en la avenida Santa Rosa con Jardines 

Este, escuché varios disparos que provenían de la cuadra 05 y 06 de la 

avenida Jardines Este, razón por la cual acudí al lugar observando que el 

colega PNP Chávez Huamán Heiner del Escuadrón de Emergencia, donde 

laboro, se enfrentaba a tiros con dos sujetos que se encontraban 

parapetados detrás de un automóvil verde, razón por la cual decidí 

apoyarlo” 

Manifestación del SOT3 PNP Roger Abdon Cordero Vela, folios 30/32: “al 

haber avanzado un aproximado de 150 metros me percato que mi compañero 

SO3 PNP Jeiner Chávez Huamán se encontraba en fuego cruzado con dos de los 

delincuentes quienes parapetados en un automóvil que se encontraba 



 

 

estacionado al frontis de la vivienda N° 632, de la misma avenida, efectuaban 

disparos a matar hacía mi compañero” 

Manifestación del SO3 PNP Jeiner William Chávez Huamán, folios 33/34: 

“advertimos que un aproximado de cinco sujetos salen del local y emprenden fuga 

en dirección a la urbanización Villa Flores, por lo que de inmediato desciendo del 

patrullero y voy tras dos de los sujetos quienes al haber avanzado un aproximado 

de 50 metros, cruzan la vía hacía el otro extremo y continuando su fuga se 

parapetan tras un automóvil color verde que casualmente estaba estacionado al 

frontis de una vivienda de la zona desde donde abren fuego disparándome directo 

al cuerpo a matar” 

Acta de Registro Personal e incautación de arma de fuego y comiso de 

droga, folios 47: “(…) la persona que refiere llamarse Jaime Limaco Quispe (…) 

se le efectúo el registro personal con el siguiente resultado, para arma o munición, 

positivo, hallándole en el puño de su mano derecha un revolver con cañón 

reforzado con número de serie 211252, marca Pucara, con cacha de Baquelita, 

color negro, empavonado, con su monograma color dorado, con 06 cartuchos 

percutados, en su tambor, arma de calibre 38 especial” 

No obstante, aun con todas las declaraciones y las documentales 

existentes, el Ministerio Público no fue diligente al ni siquiera investigar la 

tentativa de homicidio contra dicho personal; así pues al inculpado “disparar 

a matar” sin que no haya logrado se objetivo nos encontraríamos en un 

supuesto de tentativa (pues se inició de manera inequívoca la ejecución del 

delito) acabada de homicidio, pues se puso en peligro el bien jurídico vida 

de los efectivos policiales, que cuando menos debió ser materia de 

investigación e imputación por parte del legitimado para la persecución 

penal que en nuestro sistema constitucional es el Ministerio Público 

2.2.4. Determinar si le corresponde al encausado el beneficio procesal premial de 

la confesión sincera de conformidad con el artículo 136º del Código de 

Procedimientos Penales 

 



 

 

El artículo 136 del Código de Procedimientos Penales a la letra señala: “La 

confesión del inculpado corroborada con prueba, releva al Juez de practicar las 

diligencias que no sean indispensables, pudiendo dar por concluida la 

investigación siempre que ello no perjudique a otros inculpados o que no pretenda 

la impunidad para otro, respecto del cual existan sospechas de culpabilidad. 

La confesión sincera debidamente comprobada puede ser considerada para 

rebajar la pena del confeso a límites inferiores al mínimo legal, salvo que se trate 

de delitos de secuestro y extorsión, previstos en los artículos 152 y 200 del Código 

Penal, respectivamente, en cuyo caso no opera reducción” 

En tanto, conforme se aprecia del análisis del artículo 136 del Código de 

Procedimientos penales no se brinda una definición sobre la confesión 

sincera y su diferencia con la institución de la conformidad procesal; a fin 

de esclarecer ello es menester citar el Acuerdo Plenario Nº 5-2008/CJ-116 

el mismo que en su F.J. Nº 19 señala: “(…) La confesión, desde una 

perspectiva general, es una declaración autoinculpatoria del imputado que 

consiste en el expreso reconocimiento que formula de haber ejecutado el hecho 

delictivo que se le atribuye. Como declaración que es debe reunir un conjunto de 

requisitos externos (sede y garantías) e internos (voluntariedad o espontaneidad 

y veracidad –comprobación a través de otros recaudos de la causa-). En la 

conformidad procesal el imputado, desde luego, admite los hechos objeto de 

acusación fiscal. Sólo se le pide, si así lo estima conveniente y sin necesidad de 

una explicación o un relato circunstanciado de los hechos –que es lo típico de una 

declaración ante la autoridad de cara a la averiguación de los hechos o a la 

determinación de las afirmaciones de las partes, según la etapa procesal en que 

tiene lugar-, aceptar los cargos y una precisión adicional acerca de las 

consecuencias jurídico penales, a fin de obtener un pronunciamiento judicial 

inmediato, una sentencia de conformidad (…)” 

A fin de distinguir ambas figuras procesales en el referido Acuerdo Plenario 

se señala: “(…)Desde una perspectiva global el referido artículo 136° del Código 

de Procedimientos Penales, exige la sinceridad de la confesión, que equivale a 

una admisión (1) completa – con cierto nivel de detalle que comprenda, sin 

omisiones significativas, los hechos en los que participó-, (2) veraz -el sujeto ha 



 

 

de ser culpable sin ocultar datos relevantes del injusto investigado-, (3) persistente 

–uniformidad esencial en las oportunidades que le corresponde declarar ante la 

autoridad competente- y (4) oportuna –en el momento necesario para garantizar 

y contribuir a la eficacia de la investigación-, a la que se aúna, a los efectos de la 

cuantificación de la pena atenuada, (5) su nivel de relevancia (…)” 

En el presente caso en virtud a lo señalado no acontece en el caso concreto 

el nivel de relevancia que requiere la confesión sincera regulada en el 

artículo 136º del Código de Procedimientos Penales; es decir, con o sin la 

declaración del encausado LIMACO QUISPE, de igual manera se le 

hubiera condenado pues existía prueba suficiente para condenarlo, así las 

cosas, su declaración tanto en sede policial como en instrucción y en sede 

plenaria fue absolutamente irrelevante pues en autos existe elementos de 

prueba o convicción que podían fácilmente llegar a la misma conclusión 

prescindiendo de la declaración del encausado. 

Asimismo, es menester acotar que el señor LIMACO QUISPE fue detenido 

en flagrancia, por lo que no es aplicable el beneficio de la confesión sincera 

del artículo 136º del Código Procesal Penal. Lo anterior en base al FJ 3.3 

del R. N. 370-2017 de fecha diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete 

el mismo que a la letra señala:  

“Por lo que si se trata de un delito evidente o, lo que es lo mismo, si este 

ha sido descubierto flagrantemente, cualquier aceptación del hecho 

y colaboración del agente con la Policía o el Ministerio Público en el 

ejercicio de sus funciones -así se produzca de forma concomitante o 

inmediatamente después de cometido-, resulta irrelevante para la 

investigación o esclarecimiento del hecho y, consecuentemente, no 

determina reducción de pena en virtud de la aplicación de la fórmula de 

derecho premial referida a la confesión sincera(…)” (Énfasis añadido) 

 

Por lo tanto, en virtud de lo antes dicho no le corresponde al encausado el 

beneficio procesal premial de la confesión sincera. 



 

 

 

2.2.5.  Determinar qué beneficio procesal premial le es aplicable en virtud a la 

figura de la conclusión anticipada regulada en la ley 28122 

 

Ahora bien, conforme ya lo hemos señalado no le corresponde al 

procesado el beneficio premial de la confesión sincera regulado en el 

artículo 136º del Código de Procedimientos Penales; así las cosas, cabe 

preguntarse si le corresponde al encausado algún beneficio premial en 

virtud de ley 28122 Ley de conclusión anticipada; pues como es de 

observarse en el expediente bajo análisis se le sometió al procesado lo 

atinente al artículo 5.2 de la referida ley.  

Ciertamente, en la Ley materia de análisis no se contempla beneficio 

procesal alguno en cuanto a la reducción de la ulterior pena concreta para 

el imputado que acepta los cargos; pues de la referida ley solo se deduce 

que se prescinde de la actividad probatoria y contradictoria propia del 

plenario oral; en tal entendido el beneficio que genera el imputado al Estado 

-al ahorrarle un juicio en todos sus términos, el mismo que demanda tiempo 

y recursos estatales- debe ser retribuido de alguna manera. Así, si bien la 

ley 28122 no contempla beneficio premial para el imputado que se somete 

a la conformidad procesal, empero el Acuerdo Plenario 5-2008-116 de 

fecha 18 de julio de 2008 -el mismo que fue citado anteriormente- sí lo 

contempla; a saber, en su F.J. Nº 22 señala: 

 “Si, como se ha dejado sentado, no puede equipararse de modo absoluto el 

artículo 136° de la Ley Procesal Penal con el artículo 5° de la Ley número 

28122, ello en modo alguno impide apreciar determinados efectos atenuatorios 

o de reducción de la pena a quienes se acojan a la conformidad. Para ello es 

de invocar analógicamente el artículo 471° del nuevo Código Procesal Penal 

[es de aclarar que el proceso de terminación anticipada del citado Código está 

vigente en todo el territorio nacional]. Dicha norma prescribe: “El imputado que 

se acoja a este proceso recibirá un beneficio de reducción de la pena de una 

sexta parte. Este beneficio es adicional y se acumulará al que reciba por 



 

 

confesión”. La viabilidad de la analogía, con la consiguiente aplicación a la 

conformidad del artículo 471° del referido Código, ante la presencia de una 

laguna jurídica en la conformación legal del artículo 5° de la Ley número 28122, 

tiene lugar ante una racionalidad que es sustantivamente igual o semejante en 

sustancia –que no identidad- entre ambas instituciones procesales, las mismas 

que están sujetas a una lógica encadenada (…)” 

 

Así también, el referido acuerdo plenario en su F.J. Nº 23 -último párrafo- 

señala: 

“(…) Empero, según lo expuesto en el primer párrafo, en los supuestos de 

conformidad procesal la reducción no puede ser de un sexto. Necesariamente 

ha de tratarse de un porcentaje menor. Así las cosas, podrá graduarse entre 

un séptimo o menos, según la entidad o complejidad de la causa, las 

circunstancias del hecho y la situación personal del imputado, y el nivel y alcance 

de su actitud procesal (…)” (Énfasis añadido). 

Conforme a lo expuesto, el beneficio premial que le corresponde al 

encausado en este caso en atención a la ley 28122 y el acuerdo plenario 

citado y los fundamentos jurídicos señalados supra es el de la reducción 

de un séptimo o menos sobre la pena concreta. 

2.2.6. Determinar si el agente tenía o no la calidad de reincidente 

 

Otro de los problemas que surge en el presente caso es determinar si el 

señor LIMA QUISPE tenía la calidad de reincidente o no. 

Para ello, debemos precisar que el autor Percy García, señala que 

“Conforme a la legislación penal peruana, una persona tiene la condición de 

reincidente si es que, después de haber cumplido en todo o en parte una pena por 

delito doloso incurre en uno nuevo en un lapso que no excede los cinco años. Se 

entiende que el cómputo del plazo se hace a partir del cumplimiento total o parcial 

de la pena. Para determinar las penas anteriores no deben utilizarse los 

antecedentes penales cancelados o que debieron cancelarse definitivamente a 

los cinco años. Dado que el artículo 46-B del CP exige el cumplimiento total o 



 

 

parcial de la pena, se entiende que el legislador ha asumido la llamada 

reincidencia real y no la ficta que solamente requiere la imposición de una 

condena al autor. Asimismo, la utilización del término genérico de “pena”, permite 

concluir que la figura de la reincidencia puede tener lugar respecto de cualquier 

clase de pena. En cuanto al incremento punitivo que esta circunstancia 

modificativa de la responsabilidad produce, el artículo 46-A del CP dispone que el 

juez la aumente hasta en una mitad por encima del máximo legal fijado para el 

tipo penal correspondiente.” (2019: 981 pp). 

Jurisprudencialmente, el Acuerdo Plenario 1-2008, ha precisado en el 

fundamento jurídico 12 que: “procesalmente debe tomarse en consideración 

dos requisitos. El primero, el juzgador, para la calificación de reincidente de un 

imputado, ha de tener a la vista el boletín de condenas y, en su caso, la hoja 

carcelaria respectiva -que establece la fecha exacta de la excarcelación-; en 

defecto de uno o ambos documentos regístrales, ha de contar con copia 

certificada de la sentencia y, si correspondiere, de la resolución que dispone su 

excarcelación por la concesión de un beneficio penitenciario. El segundo, como la 

reincidencia es una circunstancia agravante cualificada, por imperio del principio 

acusatorio, ha de ser solicitada por el Fiscal en la acusación, a menos que el 

Tribunal haga uso del planteamiento de la tesis al amparo de lo dispuesto por el 

artículo 285° A del Código de Procedimientos Penales. Por tanto, no puede 

establecerse de oficio, sin el debate procesal respectivo, pues ello importaría, 

además, un fallo sorpresivo que vulneraría el principio de contradicción”. 

De acuerdo a los fundamentos expuestos, fluye de autos, a fojas 183, el 

Certificado Judicial de Antecedentes Penales de JAIME LIMACO QUISPE 

en el que se precisa que no registra antecedentes. 

Luego de impuesta la sentencia contra el señor LIMA QUISPE, el Ministerio 

Público interpuso recurso de nulidad con fecha 18 de abril de 2013 (fj. 

269/270), en el que señalaba que, en el presente caso, el sentenciado es 

un agente reincidente pues purgó condena por Robo Agravado en el año 

2008, además de contar con múltiples requisitorias según lo obrante a folios 

60. 



 

 

No obstante, surgen dos interrogantes: ¿La reincidencia fue fundamentada 

en la acusación? ¿Se tiene el medio probatorio adecuado para acreditar la 

reincidencia? 

Respecto a la primera interrogante, en la acusación (folios 234/239), en el 

considerando referido a la Graduación de la Pena, se precisa únicamente 

que el señor LIMACO QUISPE es de trayectoria criminal, acostumbrado a 

cometer ilícitos tan es así, que de su propia instructiva se tiene es un sujeto 

con antecedentes penales por delito de Robo Agravado, habiendo purgado 

condena en el penal de Lurigancho, y según ficha a folios 60, tiene 

requisitorias. Sin embargo, no se precisa si sería reincidente por dicho 

motivo. 

Asimismo, de lo expuesto, no se acredita con el medio probatorio adecuado 

la reincidencia, esto es, no señala el Ministerio Público, al menos el 

Certificado Judicial de Antecedentes Penales de JAIME LIMACO QUISPE 

(folio 183), ello probablemente respondería al hecho de que en dicho 

certificado se demuestra que no registra antecedentes penales. 

 

2.2.7. Sobre el quantum punitivo y la pena concreta aplicable al encausado 

 

Otro de los problemas que subyace en el presente caso es el del quantum 

punitivo que habría de aplicarse al encausado y a partir de ello cual sería 

la pena concreta aplicable; en base ello tenemos lo siguiente:  

i) En principio, conforme al dictamen acusatorio de Fs. 234/239 el Ministerio 

Público formuló acusación sustancial y solicitó se le imponga VEINTE 

AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD. 

iii) La pena básica que le corresponde al encausado por el delito de robo 

agravado es no menor de doce ni mayor de veinte años y la pena básica 

que le corresponde por el delito de tenencia ilegal de armas es no menor 

de seis ni mayor de quince años. 



 

 

iv) El beneficio procesal premial en virtud de que el encausado se haya 

sometido a la conformidad procesal -conclusión anticipada del proceso- es 

de un séptimo de la pena concreta. 

Así las cosas, uno de los problemas de este expediente radica en la 

pretensión punitiva solicitada por el Ministerio Público, el cual a todas luces 

no fue clara al sustentar debidamente un concurso real de delitos, ni 

fundamentó adecuadamente la pena a imponerse, hecho que a todas luces 

generó errores.  

En consecuencia, la Sala Superior consideró una pena muy benigna, de 9 

años, y la Corte Suprema optó por considerar los extremos mínimos del 

delito de Robo Agravado y Tenencia Ilegal de Armas, amparándose en los 

artículos 45 y 46 del Código Penal, esto es 12 y 6 años, aunado a ello, se 

consideró la sumatoria de las penas por estar dentro de un concurso real 

de delitos, lo conlleva a 18 años de pena privativa de libertad. 

Finalmente, a dicha pena, correspondía reducirla en un séptimo -por 

haberse sometido el encausado a la conclusión anticipada del proceso- en 

ese sentido la Corte Suprema tuvo a bien establecer que la pena concreta 

a imponer daría como resultado final 15 años de pena privativa de libertad. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

3.1. Posición sobre la resolución de primera instancia y los problemas jurídicos 

con ella. 

 

La sentencia de primera instancia de cuatro de abril de dos mil trece emitida 

por la Cuarta Sala Penal con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia 

de Lima - la misma que obra a Fs. 257/259 - tiene la naturaleza de una 

sentencia conformada la misma que se rigió bajo los procedimientos 



 

 

establecidos en el artículo 5º de la Ley 28122. En base a ello el Colegiado 

Juzgador prescindió de la actividad probatoria y se limitó a analizar los hechos 

in abstracto a fin de determinar la tipicidad del objeto del proceso o causas de 

algún eximente de responsabilidad penal (análisis de antijuridicidad y 

culpabilidad).  

Asimismo, en dicha resolución se le impone al señor Jaime Limaco Quispe una 

pena de 9 años de pena privativa de la libertad; no obstante, fue en base a 

criterios abstractos, y si bien es cierto, en el caso que nos ocupa -dado que el 

expediente data del año 2011- no es de aplicación el artículo 45-A del Código 

Penal (el sistema de tercios) pues el mencionado dispositivo fue incorporado 

con fecha diecinueve de agosto de dos mil trece, la Sala Superior sin 

justificación razonable ni motivación cualificada le impone una pena muy por 

debajo de lo que correspondía, esto es una pena excesivamente benigna. 

En ese orden de ideas, precisamos que existen una desproporcionalidad por 

defecto, a mayor ilustración el Tribunal Constitucional en el Expediente 1010-

2012-PHC/TC de 22 de octubre de 2012, ha precisado en su fundamento 

jurídico 5, que: “en su relación con las penas, el principio de proporcionalidad 

usualmente ha sido enfocado como una “prohibición de exceso” dirigida a los poderes 

públicos. De hecho, esta es la manifestación que se encuentra recogida en el artículo 

VIII del Título Preliminar del Código Penal, en la parte en la que dispone que “[l]a pena 

no puede sobrepasar la responsabilidad por el hecho”. No obstante, si se reconoce 

que, en razón del principio de lesividad, el derecho penal tipifica atentados contra 

bienes de relevancia constitucional y, singularmente, contra derechos fundamentales, 

procurando su protección (STC 0019-2005-PI/TC, fundamento 35); el principio de 

proporcionalidad de las penas, prima facie, también implica una “prohibición por 

defecto”, es decir, la prohibición –cuando menos como una regla general no exenta 

de excepciones– de que la pena sobredisminuya la responsabilidad por el hecho 

(cfr. Clérico, Laura, “La prohibición por acción insuficiente por omisión o defecto y el 

mandato de proporcionalidad”, en Jan-R. Sieckman (editor), La teoría principialista de 

los derechos fundamentales. Estudios sobre la teoría de los derechos fundamentales 

de Robert Alexy, Marcial Pons, Madrid / Barcelona / Buenos Aires, 2011, p. 169 y ss.)”. 

 



 

 

Ello conlleva a lo señalado por el Tribunal Constitucional en el Expediente 12-

2010-PI/TC que en su fundamento jurídico 3, sostuvo que: “el principio de 

proporcionalidad de las penas es un valor constitucional, y el artículo 138º de la 

Constitución, establece que “[l]a potestad de administrar justicia (…) se ejerce por el 

Poder Judicial (…) con arreglo a la Constitución”, existe una presunción  de que 

el quántum de las penas privativas de libertad impuestas por el juez penal guarda una 

relación de proporcionalidad con el grado de afectación del bien constitucional a que 

dio lugar la realización de la conducta típica” 

 

En ese orden de ideas, la Sala Superior en su sentencia no cumplió con la 

exigencia constitucional de la debida motivación de las resoluciones judiciales.  

 

3.2. Posición sobre la resolución de segunda instancia y los problemas jurídicas 

con ella. 

 

La sentencia de segunda instancia, R.N. 1868-2013 -Fs 280/285- de fecha 

ocho de mayo de dos mil catorce emitida por la Sala Penal Permanente de la 

Corte Suprema dio cuenta de los agravios formulados por el Ministerio Público, 

los cuales fueron expresados en su recurso de nulidad correspondiente, en el 

que se cuestionaba la pena impuesta al no haber considerado la calidad de 

reincidente del agente, tampoco la existencia del concurso real de delito y la 

inobservancia de los criterios establecidos en el Acuerdo Plenario 5-2008.  

En este sentido, como bien se ha señalado supra la sentencia de primera 

instancia impuso al encausado LIMACO QUISPE nueve años de pena privativa 

de libertad, no obstante, la Corte Suprema declaró Haber Nulidad en la 

sentencia venida en grado en el extremo que impuso al imputado nueve años 

de pena privativa de la libertad y Reformándola le impusieron quince años de 

pena privativa de libertad. 

Consideramos correcto que la Corte Suprema no haya tomado en 

consideración el agravio del Ministerio Público respecto a la reincidencia, 



 

 

puesto que lejos de no haberse establecido en su acusación, dicho supuesto 

no se encontraba acreditado con el medio probatorio adecuado, esto es, el 

Ministerio Público no sustentó al menos con el Certificado Judicial de 

Antecedentes Penales de JAIME LIMACO QUISPE (folio 183),  probablemente 

porque en dicho certificado se demuestra que  no registra antecedentes. 

Consideramos que la Ejecutoria Suprema que pone fin al proceso se encuentra 

correcta y adecuadamente motivada en base a los actuados y la naturaleza del 

proceso y se le impuso la pena correcta en base a los límites que tiene el Poder 

Judicial; siendo correcto que la Corte Suprema en el referido R.N  dejó en claro 

que el Colegiado A quo incurre en error al imponer una pena excesivamente 

benigna en función a la naturaleza y gravedad del delito juzgado; siendo que 

un análisis correcto llevaría a que la pena concreta -conforme lo señaló la Corte 

Suprema- sería que se le imponga la pena concreta de quince años de pena 

privativa de libertad.  

Es menester precisar que conforme lo hemos señalado anteriormente, en la 

opinión del suscrito el parámetro legal debió estimarse en dieciocho años de 

pena privativa de la libertad conforme el artículo 46º B del Código Penal y que 

se analizó anteriormente; y sobre ello disminuir la misma en un séptimo, 

atendiendo al caso en concreto, lo que daría como pena concreta quince años 

de pena privativa de libertad. 

Ha sido correcto que la Corte Suprema, precise el concurso real de delitos 

considerando los extremos mínimos del delito de Robo Agravado y Tenencia 

Ilegal de Armas, amparándose en los artículos 45 y 46 del Código Penal, esto 

es 12 y 6 años, y sumando las penas se establecería 18 años de pena privativa 

de libertad. 

Finalmente, a dicha pena, correspondía reducirla en un séptimo -por haberse 

sometido el encausado a la conclusión anticipada del proceso- en ese sentido 

la Corte Suprema tuvo a bien establecer que la pena concreta a imponer daría 

como resultado final 15 años de pena privativa de libertad. 

 



 

 

IV.  CONCLUSIONES  

 

i) En base a lo analizado podemos arribar que en el presente expediente el objeto 

del proceso (los hechos materia de imputación) son claros y sobre ellos no 

existe mayor controversia. 

ii) Uno de los primeros problemas jurídicos a resolver radica en analizar si fue 

correcto el título de imputación atribuido al encausado, esto es, en calidad de 

autor (autoría directa); en lo atinente a ello- conforme se analizó- el título de 

imputación que debió considerarse es el de coautor, al existir decisión común, 

aporte esencial y por formar parte de la ejecución. 

iii) Otro de los problemas jurídicos que se analizó es si debía investigarse y 

posteriormente procesarse por el delito de tentativa de homicidio, lo cual debió 

haber realizarse y no ocurrió, puesto que existían en los actuados 

declaraciones de efectivos policiales que señalaron que el encausado efectúo 

disparos, siendo estos según los efectivos policiales directos a matar a uno de 

ellos, asimismo existía la declaración del propio imputado que señalaba haber 

portado el arma y haber realizado disparos. 

iv)  Asimismo, hemos analizado si le corresponde al encausado el beneficio 

premial de la confesión sincera regulada en el artículo 136º del Código de 

Procedimientos Penales; en este caso, conforme a lo argumentado en el 

presente informe arribamos que conforme a la jurisprudencia de la Corte 

Suprema no le corresponde tal beneficio; antes bien, sí le corresponde un 

beneficio premial de disminución de pena en virtud al hecho de haberse 

acogido a la conclusión anticipada del juicio, la misma que como desarrolló la 

Corte Suprema debe ser estimada en un séptimo menos en la pena a 

imponerse. Cabe señalar que este beneficio no se encuentra en la Ley 28122 

sino que el mismo ha sido desarrollado jurisprudencialmente. 

v) Conforme hemos sostenido, el Ministerio Público interpuso recurso de nulidad, 

argumentando reincidencia del encausado, no obstante, como se ha 



 

 

desarrollado, no existió ningún medio probatorio que acredite ello, pues el 

Certificado de antecedentes penales obrante en el expediente, señala que no 

registraba antecedentes. 

vi) Finalmente, discrepamos de la sentencia de primera instancia, por ser esta 

excesivamente benigna, en consecuencia ser desproporcional por defecto, 

generando que no haya sido debidamente motivada; asimismo, con las 

precisiones que hemos desarrollado supra, coincidimos con la Sentencia de la 

Corte Suprema, la misma que se encuentra motivada de manera suficiente y 

sí acotó sobre el concurso real de delitos, y el  beneficio que le corresponde 

por haberse acogido a la conclusión anticipada del juicio, más no por confesión 

sincera. 
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VI. ANEXOS  

- Anexo – 1: Formalización de la Denuncia Fiscal. 

- Anexo – 2: Principales Pruebas Actuadas. 

✓ Declaración Instructiva de Jaime Limaco Quispe de fecha 16 de noviembre de 

2011. 

✓ Continuación de la Declaración Instructiva de Jaime Limaco Quispe de fecha 13 

de diciembre de 2011. 

✓ Continuación de la Declaración Instructiva de Jaime Limaco Quispe de fecha 27 

de diciembre de 2011. 

✓ Declaración Preventiva de Rebeca Chela Loyola Picoy. 

✓ Declaración Preventiva la Procuraduría Pública de Tráfico Ilícito de Drogas. 

✓ Declaración Testimonial del efectivo policial PNP Melgar Petronio Salcedo 

Carrera. 

✓ Declaración Testimonial del efectivo policial PNP Jeiner William Chávez 

Huamán. 

- Anexo –3: Auto de Apertura de Instrucción. 

- Anexo – 4: Dictamen Acusatorio 911-2012 (Acusación Fiscal) 

- Anexo – 5: Auto Superior de Enjuiciamiento. 

- Anexo – 6: Síntesis de Juicio Oral. 

- Anexo – 7: Sentencia de la corte Superior de Justicia de Lima (4° Sala Penal para 

Procesos con Reos en Cárcel de fecha 04 de abril de 2013) 

- Anexo – 8: Resolución de la Corte Suprema 08 de mayo de 2014 
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